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En Monterrey, Nuevo León, a 26 de enero de 2026, se procede a plasmar 
por escrito la sentencia definitiva dictada en el juicio oral deducido de la carpeta 
judicial **********, que se inició en contra de **********por hechos constitutivos de los 
delitos de feminicidio en grado de tentativa y equiparable a la violencia familiar. 

Identificación de las partes: 

 
Acusado ********** 

Defensor Particular Licenciado ********** 

Ministerio Público Licenciado ********** 
Víctima ********** 

Asesora Jurídica Pública Licenciada ********** 

 
1. Audiencia de juicio a distancia. 

Cabe destacar que en la audiencia de juicio una parte de los sujetos 
procesales estuvieron enlazados a la sala de audiencias a través de 
videoconferencia, en atención a lo que disponen los artículos 44 y 51 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales; pues, la misma permite cumplir con la 
formalidad de la oralidad exigida para todas las actuaciones procesales, debido que, 
mediante el uso del citado medio técnico disponible por el Tribunal de 
enjuiciamiento, permitió darle mayor agilidad, exactitud y autenticidad a la 
audiencia, dado que la videoconferencia fue sostenida en tiempo real, esto por 
medio del uso de la plataforma o herramienta tecnológica denominada “Microsoft 
Teams”, lo cual no representó impedimento alguno, para garantizar en todo 
momento, los principios que rigen en el presente proceso penal acusatorio. 

2. Competencia. 
 

Esta Autoridad es competente para conocer y resolver el presente asunto 
de manera unitaria, toda vez que los hechos delictivos que dieron origen a esta 
causa fueron clasificados como constitutivos de los delitos de feminicidio en grado 
de tentativa y equiparable a la violencia familiar, acontecidos en el año 2023, en 
el Estado de Nuevo León, donde esta Autoridad tiene jurisdicción y le son aplicables 
las reglas procedimentales establecidas en el Código Nacional de Procedimientos 
Penales; de conformidad con los artículos 21 tercer párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 94 de la Constitución Política del Estado 
de Nuevo León; 20 fracción I y 133 fracción II, del Código Nacional de 
Procedimientos Penales; 2 fracción X, 31 fracción IX, 33 Bis fracción V y 36 Bis 2, 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado; así como los acuerdos generales 
números 23/2011, en relación al 22/2017 del Pleno del Consejo de la Judicatura del 
Estado de Nuevo León, además del diverso acuerdo 21/2019 emitido por dicho 
Pleno el 09-nueve de agosto de 2019-dos mil diecinueve, que reforma el diverso 
acuerdo 17/2018, en el que se determinó los juicios que serán resueltos de forma 
unitaria o colegiada dentro del sistema penal acusatorio. 

3. Planteamiento del problema. 
 

En el auto de apertura a juicio oral dictado en fecha 18 de octubre de 2024, 
se encuentra plasmada la acusación que el Ministerio Público realizó en contra de 
**********, basada en los siguientes hechos: 

 
“Que siendo el día ********** del 2023, aproximadamente a las **** horas, se 

encontraba la víctima **********, en el domicilio ubicado en la calle **********, 
número **********, en la colonia **********, en **********, Nuevo León, cuando 
comienza a escuchar gritos del acusado ********** desde afuera del domicilio 
diciendo “salte de mi casa a chingar a tu madre”, esta casa es mía, por lo que la 



víctima se asoma y ve que se trata del acusado, quien se apreciaba muy molesto, 
por lo que la víctima, no le abría la puerta, por lo que el acusado comenzó a empujar 
la puerta del barandal hasta lograr romper el candado, ingresa al porche del 
domicilio, donde comienza a golpear la ventana del domicilio en la sala, la cual logra 
estrellar, luego comienza a golpear la puerta principal hasta que logra abrirla, ingresa 
al domicilio sin autorización en donde habita la víctima con sus menores hijas, se 
dirige hacia ella y le dice “si no regresas conmigo te voy a matar a la verga”, empuja 
a la víctima con ambas manos a la altura del pecho, la cual cae acostada boca arriba 
sobre un sillón, se sube el acusado sobre ella y con ambas manos comienza a 
presionarle el cuello, fuertemente mientras le decía, que iba a matarla si no 
regresaban y que si no era del acusado, no sería de nadie más; la víctima sentía 
que no podía respirar comienza a empujarlo con las piernas logrando con esto 
quitarlo, se pone de pie, toma una escoba que se encontraba cerca, vuelve a 
empujar a la víctima quien nuevamente cae sobre el sillón, nuevamente se sube 
arriba de ella y le coloca el palo de la escoba en el cuello, haciendo presión con su 
peso, mientras le repetía “que iba a matarla a la verga”, ésta al sentir que no podía 
respirar trataba de empujarlo, pero no podía quitárselo de encima, justo en ese 
momento se empiezan a escuchar las sirenas de la policía, la víctima logra decirle 
que venía por el acusado por lo que la suelta y aprovecha para salir corriendo al 
exterior de la casa, donde solicita el auxilio a los elementos policiacos quienes 
procedieran a la detención del acusado **********.” 

La Fiscalía indico en su escrito de acusación, que los delitos materia de la 
acusación son: feminicidio en grado de tentativa, previsto y sancionado por los 
artículos 331 Bis 2, fracciones III, IV y V, 31 y 331 Bis 4 (precisión realizada en 
alegatos iniciales); y, equiparable a la violencia familiar, previsto y sancionado por 
los artículos 287 Bis 2, fracción IV, 287 Bis, fracciones I y II, todos del Código Penal 
para el Estado. La participación que se le atribuye es como autor material directo 
y de manera dolosa, conforme a los artículos 27 y 39, fracción I del mismo 
ordenamiento legal. 

Por ello, la problemática a dilucidar consiste en determinar si con las 
pruebas ofrecidas y desahogadas a petición de la Fiscalía se acredita el delito 
mencionado y la responsabilidad del acusado en su comisión. 

3.1. Acuerdos probatorios. 

Las partes no arribaron a acuerdos probatorios. 
 

4. Alegatos de las partes. 

La Fiscalía estableció que los hechos materia de acusación fueron 
probados con la información obtenida de la prueba producida en juicio, a la cual hizo 
referencia de manera sustancial, indicó que esas pruebas demostraban la 
responsabilidad penal que como autor material le resultaba al acusado, por lo cual, 
solicitó dictar una sentencia condenatoria en contra del acusado por la comisión de 
los delitos de referencia. 

Además, en sus alegaciones iniciales, precisó que por lo que hace al delito 
de feminicidio en grado de tentativa, se estableció en el auto de apertura como 
previsto y sancionado por los artículos 337 Bis II, fracciones III, IV y V, 331 y 331 Bis 
4, sin embargo, que lo correcto es 331 Bis 2, fracciones III, IV y V, 31 y 331 Bis 4, 
del Código Penal para el Estado. 

Por su parte, la Asesoría Jurídica compartió la postura de la Fiscalía. 
 

En lado contrario, el Defensor Público básicamente argumentó que la 
prueba ofertada por la Fiscalía era insuficiente para probar los hechos materia de 
acusación, por lo que no se venció el principio de presunción de inocencia ante la 
investigación deficiente del Agente del Ministerio Público, solicitando una sentencia 
absolutoria. 
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Por lo que, por economía se tienen reproducidos íntegramente los alegatos 
de las partes, toda vez que resulta ociosa su transcripción en obvio de formulismos 
innecesarios, tal y como lo establece el dispositivo 68 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales1, sin soslayar que los mismos se establecerán en su 
esencia y se atenderán por esta Autoridad en el desarrollo de la presente resolución. 

En apoyo a lo anterior, se cita la tesis cuyo rubro es el siguiente: RESOLUCIONES 
EN MATERIA PENAL. LA TRANSCRIPCIÓN INNECESARIA DE CONSTANCIAS ES 
PRÁCTICA DE LA QUE EL JUZGADOR GENERALMENTE DEBE ABSTENERSE EN 

ESTRICTO ACATO AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD.2 

 

5. Valoración de la prueba 
 

En la correspondiente etapa de juicio, se desahogó prueba que el Ministerio 
Público estimó pertinente para acreditar su teoría del caso, desistiéndose de la que 
no estimó oportuna para dicho fin. A su vez, la Defensa con anuencia del acusado, 
éste último debidamente informado de las consecuencias, se desistió de los medios 
ofrecidos como prueba. 

Las pruebas desahogadas en juicio fueron valoradas por este Tribunal de 
Enjuiciamiento, en el contexto que precisan los artículos 265, 359 y 402 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, esto es, de manera libre y lógica, sometidas a 
la crítica racional; a partir de lo cual se llegó a la conclusión que la Fiscalía no 
acreditó la proposición fáctica planteada, en función de las consideraciones que 
se precisarán más adelante. 

Siendo importante resaltar que de conformidad con lo establecido en el 
artículo 402 del Código Nacional de Procedimientos Penales, incumbe a este 
Tribunal de enjuiciamiento el deber de valorar y someter a la crítica racional los 
medios de prueba obtenidos lícitamente e incorporados al debate conforme a las 
disposiciones de este Código. 

Así mismo, que los párrafos tercero y cuarto del numeral 265 de la misma 
legislación, precisan que los antecedentes de la investigación recabados con 
anterioridad al juicio carecen de valor probatorio para fundar la sentencia definitiva, 
salvo las excepciones expresas previstas por este Código y en la legislación 
aplicable, y que para efectos del dictado de la sentencia definitiva, sólo serán 
valoradas aquellas pruebas que hayan sido desahogadas en la audiencia de juicio, 
salvo las excepciones previstas en este Código. 

Mientras que el artículo 359 de esa misma legislación establece en su parte 
conducente, que sólo se podrá condenar al acusado si se llega a la convicción de 
su culpabilidad más allá de toda duda razonable, que en caso de duda razonable, el 
Tribunal de enjuiciamiento absolverá al imputado. 

Preceptos cuyo contenido guardan congruencia con los principios de 
inmediación y contradicción contenidos expresamente en los artículos 9 y 6 de la 
codificación procesal en consulta, si para ello se toma en consideración que fue 
intención del Legislador Federal que para el dictado de una sentencia solo se 
considerara aquella prueba producida y desahogada en juicio, en presencia del 
Órgano Jurisdiccional, pero además, sometida al derecho de contradicción con el 
que cuentan las partes, este último, que constituye un filtro que aporta elementos 
objetivos a la Autoridad a fin de establecer el valor, idoneidad y aptitud de cada 
prueba para acreditar determinado hecho o circunstancia. 

 

1 Artículo 68. Congruencia y contenido de autos y sentencias. Los autos y las sentencias deberán ser congruentes con la 
petición o acusación formulada y contendrán de manera concisa los antecedentes, los puntos a resolver y que estén 
debidamente fundados y motivados; deberán ser claros, concisos y evitarán formulismos innecesarios, privilegiando el  
esclarecimiento de los hechos. 
2 TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. Novena Época Registro: 180262 Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XX, Octubre de 
2004, Materia(s): Penal Tesis: XXI.3o. J/9 Página 2260. 



Se destaca que de la acusación se desprende que la víctima **********, es 
una persona del sexo femenino, por lo que el presente asunto se analiza bajo una 

perspectiva de género3, pues dada la naturaleza de los hechos, para este Tribunal 
no pasó desapercibido el derecho humano de la mujer a una vida libre de violencia 
y no discriminación que se deriva en forma expresa de los artículos 1 y 4 primer 
párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en su fuente 
convencional en los artículos 2, 6, y 7 de la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención Belém Do 
Pará), así como el dispositivo legal 16 de la Convención Sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación en contra de la Mujer. 

Precisado lo anterior, tenemos que para acreditar los hechos materia de 
acusación no se realizaron acuerdos probatorios por las partes y desahogaron 
diversas probanzas, por lo que, en términos de la fracción V, del artículo 403 del 

Código Nacional de Procedimientos Penales4, se procede a hacer a continuación 
una breve y sucinta descripción del contenido de dichas pruebas, así como de sus 
alcances probatorios: 

Compareció a rendir declaración **********, Agente de Policía Ministerial, 
quien en lo medular manifestó que realizó actos de investigación en relación a una 
persona detenida el mes de********** de 2023, al parecer por el delito de feminicidio 
en tentativa, que el ********** de 2023, fijó el lugar de los hechos ubicado en la calle 
**********, número **********, en la colonia **********, en **********, Nuevo León, y 
corroboró el domicilio de la persona investigada de nombre**********, siendo todos 
los actos de investigación que él realizó. El testigo reconoció a través de fotografía 
el domicilio en mención. 

Ateste que solamente corrobora la existencia del domicilillo, toda vez que 
guarda relación con el inmueble que reconoció en audiencia a través de fotografía, 
el elemento de policía preventiva que fungió como primer respondiente. 

Por otro lado, se incorporó vía lectura el acta de nacimiento **********, a 
nombre de **********, con fecha de nacimiento el **********, de la cual se desprende 
que los padres son el acusado ********** y la víctima ********** 

Instrumento que merece valor jurídico, toda vez que se trata de un 
documento considerado público y sirve para acreditar que entre el sujeto activo y la 
pasivo existió una relación sentimental. 

Respecto a la declaración de **********, oficial de policía del municipio de 
**********, Nuevo León, en lo que nos interesa manifestó que el día ********** del 
2023, aproximadamente a las **** horas, se encontraba realizando recorridos de 
prevención y vigilancia junto con su compañero **********, cuando les comunicaron 
un auxilio sobre una violencia familiar en la calle **********, número **********, en la 
colonia **********, en **********, Nuevo León, se dirigieron al lugar y llegaron a las 
19:26 horas, se entrevistaron con una femenina de nombre **********de ** años de 
edad, quien les informó que su ex pareja de nombre **********había llegado muy 
agresivo a su domicilio e ingresó a la fuerza a su domicilio, solicitando la detención 
del mismo, le mencionó que la había agredido físicamente, la ahorcó con sus dos 
manos, luego con el palo de una escoba, sin recordar a qué hora le comentó que 
habían sucedido los hechos, por lo que procedieron a realizar la detención de 

 

3
 Época: Décima Época; Registro: 2011430; Instancia: Primera Sala; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de 

la Federación; Libro 29, Abril de 2016, Tomo II; Materia(s): Constitucional; Tesis: 1a./J. 22/2016 (10a.); Página: 836.  ACCESO A LA JUSTICIA 
EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. Del reconocimiento de los derechos 
humanos a la igualdad y a la no discriminación por razones de género, deriva que todo órgano jurisdiccional debe impartir justicia con base en 
una perspectiva de género, para lo cual, debe implementarse un método en toda controversia judicial, aun cuando las partes no lo soliciten, a 
fin de verificar si existe una situación de violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, impida impartir justici a de manera completa e 
igualitaria. Para ello, el juzgador debe tomar en cuenta lo siguiente: i) identificar primeramente si existen situaciones de poder que por cuestiones 
de género den cuenta de un desequilibrio entre las partes de la controversia; ii) cuestionar los hechos y valorar las pruebas desechando cualquier 
estereotipo o prejuicio de género, a fin de visualizar las situaciones de desventaja provocadas por condiciones de sexo o gén ero; iii) en caso de 
que el material probatorio no sea suficiente para aclarar la situación de violencia, vulnerabilidad o discriminación por razones de género, ordenar 
las pruebas necesarias para visibilizar dichas situaciones; iv) de detectarse la situación de desventaja por cuestiones de gé nero, cuestionar la 
neutralidad del derecho aplicable, así como evaluar el impacto diferenciado de la solución propuesta para buscar una resolución justa e igualitaria 
de acuerdo al contexto de desigualdad por condiciones de género; v) para ello debe aplicar los estándares de derechos humanos  de todas las 
personas involucradas, especialmente de los niños y niñas; y, vi) considerar que el método exige que, en todo momento, se evite el uso del 
lenguaje basado en estereotipos o prejuicios, por lo que debe procurarse un lenguaje incluyente con el objeto de asegurar un acceso a la justicia 
sin discriminación por motivos de género. 
4 Artículo 403. Requisitos de la sentencia. La sentencia contendrá: (…) V. Una breve y sucinta descripción del contenido de la prueba; (…) 
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**********éste se encontraba afuera del domicilio, detención que fue a las **** 
horas, le informaron sus derechos y realizaron el registro de la detención; indicó que 
la víctima le dijo que los hechos ocurrieron a las **** horas, que la puesta a 
disposición fue a las 20:10 horas; que vio que **********presentaban lesiones en el 
cuello y en los brazos, se veía nerviosa y alterada, al señor **********se le visualizaba 
muy agresivo; el testigo reconoció a través de fotografía a la persona que se 
identificó como **********y las lesiones que indicó que ésta presentaba, asimismo, 
identificó a través de imagen el domicilio en mención. Además, en audiencia 
reconoció al acusado **********como la persona que detuvo ese día. A preguntas de 
la Defensa Particular refirió que arribó al domicilio a las 19:26 horas, que no 
recordaba las placas de la unidad sólo el número de patrulla, que el Fiscal realizó el 
IPH, que él y su compañero realizaron el informe, que él lo firmó, que el informe lo 
realizaron en la Secretaría de **********, que del domicilio donde fue la detención a 
la Secretaría son 3 kilómetros, recorrido que tardó entre 15 y 20 minutos, que 
tardaron en realizar el informe policial homologado entre 2 y 3 horas, que después 
pusieron al detenido a disposición de la Fiscalía. 

Testimonio que se considera merecedor de confiabilidad, toda vez que 
tuvo conocimiento del hecho con motivo y en ejercicio de sus funciones como 
elemento de policía preventiva, con su dicho sólo se demuestra lo que a éste le 
consta, y es que a las 19:26 horas del día ********** de 2023, acudió al domicilio 
ubicado en la calle **********, número **********, en la colonia **********, en **********, 
Nuevo León, lugar en el que se encontraba la víctima, que observó que ésta 
presentaba lesiones en cuello y brazos, lesiones que se corroboran con las que 
identificó a través de las fotografías que le fueron mostradas, indicó lo que le refirió 
la víctima y que procedió a la detención del acusado. 

Luego, rindió declaración **********, perito médico adscrita al Instituto de 
Criminalística y Servicios Periciales, quien en lo que nos interesa refirió que a las 
3:10 horas del día ********** del 2023, realizó un dictamen médico a **********explicó 
que estableció que la evaluada tenía una edad entre ** y ** años de edad, que a la 
exploración física ésta presentaba 3 equimosis de color rojizo de 0.5 cm en la cara 
lateral del cuello; equimosis rojiza de 1.5 cm x 0.5 cm; 2 equimosis de 3 x 1 cm con 
excoriación de 5 cm en la cara lateral izquierda del cuello; escoriación lineal de 2 cm 
en mano derecha; lesiones con tiempo de evolución menor a 24 horas, indicando 
que encontró otras lesiones distintas con tiempo de evolución de 5 a 7 días, las 
cuales describió; que todas lesiones que presentaba determinó que eran de origen 
traumático, que las clasificó como aquellas que no ponen en peligro la vida y tardan 
en sanar menos de 15 días; mencionó que se le recabaron fotografías. Indicó que 
era posible que dado que las equimosis son lo que comúnmente llamamos 
moretones y las excoriaciones, rasguños, cabe la posibilidad de que se hubiesen 
ocasionado con un palo de escoba. La testigo reconoció a través de fotografía las 
lesiones que describió eran las que presentaba la evaluada. Explicó porque 
consideraba el cuello como una zona vital. A preguntas de la Defensa refirió que a 
la semana realiza entre 20 y 50 dictámenes, que previo a la audiencia recibió un 
oficio para presentarse, que si la prepararon, que no recordaba la vestimenta que 
llevaba la evaluada ya que no forma de su dictamen, que no le consta que las 
lesiones se haya producido con un palo de escoba o manos. A pregunta de la 
Fiscalía indicó que en la citación se le indicó por cuál caso comparecía y se dio a la 
tarea de estudiar el caso antes de comparecer, que no recordaba la vestimenta de 
la víctima porque no es parte de su dictamen. 

Pericial que es merecedora de fiabilidad, dado a que la misma fue elaborada 
por parte de una persona calificada y con conocimientos científicos en la materia en 
la que participó, de ahí que produzca convicción esa actividad, por lo cual, es viable 
considerar que, al día ********** del 2023, la víctima **********contaba con diversas 
lesiones en el cuello, equimosis y excoriaciones, siendo ésta el área que le indicó la 
víctima al elemento de policía preventiva fue de donde el activo la sujetó y la ahorcó, 
si bien es cierto, se trata de información que guarda relación, lo cierto también es 



que sólo genera convicción para establecer que la evaluada presentaba las lesiones 
descritas, más no así cómo se ocasionaron. 

En este contexto, se considera que el testimonio del primer respondiente es 
insuficiente para acreditar los hechos que se atribuyen al acusado, ya que por sí 
sólo no puede hacer prueba plena para poder justificar todos los aspectos que son 
necesarios para tener por acreditados las circunstancias en que se llevaron a cabo 
los hechos, sobre todo cada uno de los elementos típicos del delito que nos ocupa, 
ya que a este testigo no le constan los hechos, sin que se pueda concatenar con 
otra prueba para poder determinar que la mecánica de los mismos efectivamente 
sucedió como a éste le narró la víctima, dado que solamente refirió que **********le 
mencionó que ese día ********** del 2023, a las **** horas, su ex pareja 
**********había llegado muy agresivo a su domicilio, ingresó a la fuerza y la agredió 
físicamente, que la ahorcó con sus dos manos, indicando que le observó lesiones 
en el cuello y en los brazos, y percibió que se veía nerviosa y alterada. 

No se pasa por alto la tesis aislada con número de registro 2023058 que al 
rubro señala: TESTIGO POR REFERENCIA DE TERCEROS. LO NARRADO POR LOS 

POLICÍAS CAPTORES CONSIDERADOS CON ESA CALIDAD, PUEDE GENERAR 
CONVICCIÓN EN EL JUEZ PARA INFERIR, MÁS ALLÁ DE TODA DUDA RAZONABLE, 
LA EXISTENCIA DEL HECHO DELICTIVO Y LA RESPONSABILIDAD DEL ACUSADO, 
CON INDEPENDENCIA DE LA INCOMPARECENCIA DE LA VÍCTIMA A LA AUDIENCIA 
DE JUICIO ORAL, SIEMPRE QUE ENCUENTRE VÍNCULO OBJETIVO CON LAS 
PRUEBAS RESTANTES. 

 

Que en el caso concreto, cabe hacer mención que no existe prueba alguna 
que se pudiera interpretar como tal, es decir, que permita inferir que el hecho que 
atribuye el Fiscal sucedió de la forma que lo plasmó en su acusación, puesto que no 
se escuchó a la víctima o algún testigo presencial, ni se cuenta con diversa probanza 
para determinar que efectivamente la mecánica de hechos sucedió como lo refirió el 
elemento de policía preventiva, que a su vez le refirió la víctima **********. 

La tesis antes señalada, si bien nos indica que lo narrado por los policías 
captores considerados con esa calidad, puede generar convicción en el Juez para 
inferir, más allá de toda duda razonable, la existencia del hecho delictivo y la 
responsabilidad del acusado, con independencia de la incomparecencia de la 
víctima a la audiencia de juicio oral, también lo cierto es que establece que siempre 
que se encuentre un vínculo objetivo con las pruebas restantes, como objetos 
asegurados al realizar la detención en flagrancia o los dictámenes periciales, cuya 
valoración conjunta puede inferirse más allá de toda duda razonable, la existencia 
del hecho delictivo y la responsabilidad del acusado. 

Ahora bien, la Representación Social atribuye al acusado que, realizó actos 
de ejecución idóneos encaminados a privar de la vida a la víctima, esto, al sujetarla 
por el cuello con sus manos y después colocarle un palo de escoba sobre el cuello 
mientras le decía que la iba a matar, y en este caso, pretende hacer valer que la 
agresión se efectuó, tomando en cuenta las lesiones que el elemento de policía 
percibió en la pasivo, sin embargo, no se advierte que exista algún otro vestigio que 
pudiera ser perceptible por parte del elemento policíaco para determinar que el 
hecho ocurrió en la forma que se lo narró la propia víctima, esto es que, el acusado 
llegó a su domicilio, le dijo que la iba a matar, se subió encima de ella y la sujetó con 
ambas manos e impidió su respiración, y que al escuchar las sirenas éste se desistió 
de dicha acción, esto, para considerar que realizó actos de ejecución idóneos 
encaminados a privarla de la vida, o bien, que éste de forma intencional le ocasionó 
un daño en su integridad física, toda vez que la conducta que el activo desplegó no 
le consta al policía y lo que narra la víctima a éste, no pudiera tener ese alcance 
para determinar que el hecho ocurrió en esas condiciones, por lo que, resulta 
inadmisible considerar el testimonio del oficial de policía ********** como prueba 
plena para acreditar las circunstancias de modo que pretende el representante 
social. 

No pasa inadvertida la jurisprudencia con registro digital 2026818: 
PRUEBAS EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO. SI EL TESTIMONIO DE 
LA VÍCTIMA NO SE DESAHOGÓ EN EL JUICIO ORAL, ELLO NO IMPLICA, EN 
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AUTOMÁTICO, QUE NO SE ACREDITEN LOS HECHOS MATERIA DE LA ACUSACIÓN, 
POR LO QUE PUEDE DICTARSE SENTENCIA CONDENATORIA SI DE LA 
VALORACIÓN LIBRE Y LÓGICA DE LAS QUE SÍ SE DESAHOGARON, SE ACREDITAN 
EL HECHO DELICTIVO Y LA RESPONSABILIDAD DEL ACUSADO. 

 

En el caso particular, se considera que no es posible inferir más allá de toda 
duda razonable, que se haya cometido el hecho en materia de acusación, puesto 
que no hay prueba suficiente para poder determinar que se cometió el hecho y la 
responsabilidad del acusado en su comisión, en virtud de que lo expresado 
previamente por parte de ********** en ausencia del órgano jurisdiccional y sin 
posibilidad de refutación por las partes, para establecer como probanzas válidas 
para demostrar las circunstancias de modo que la Fiscalía estableció en su 
acusación, pues el contenido del registro de las declaraciones originalmente 
rendidas en la fase de investigación como dato de prueba crecen de valor probatorio 

 

Además, para estimar que el hecho contenido en un registro de la 
investigación relativo a la denuncia de los hechos es apto para valorarse como 
prueba eficaz para dictar sentencia de condena, debe perfeccionarse en la etapa de 
juicio, lo que resulta imprescindible en acato a los principios de presunción de 
inocencia, contradicción e inmediación, así como a las reglas procesales que rigen 
el sistema penal acusatorio, es decir, el registro en fase inicial de lo manifestado por 
la víctima, sólo constituye un dato de prueba que no tiene preponderancia convictiva 
frente a la prueba adquirida en juicio, menos ante la ausencia de elementos 

 

Considerar lo contrario implica retornar al criterio de valoración probatoria 
vinculada a la inmediatez procesal, que asigna preponderancia a la información 
recabada con más proximidad a que ocurrió el hecho, criterio que es incompatible 
con el sistema de justicia penal acusatorio, el cual, exige que la prueba sustento de 
la sentencia de condena se obtenga ante el Juez o tribunal de juicio, bajo los 
principios previstos en el párrafo primero del artículo 20 constitucional. 

En este tenor, las probanzas anteriormente analizadas en su conjunto, no 
permiten crear convicción a este Tribunal para dar por acreditados los hechos 
materia de acusación, aunado a que este Tribunal coincide esencialmente con los 
argumentos de clausura de la defensa, en el sentido que es evidente que la prueba 
desahogada en juicio no acredita los hechos materia de acusación. 

Por lo que, sirve de sustento la tesis con número de registro 2018964, que 
a la letra dice: PRESUNCIÓN DE INOCENCIA EN SU VERTIENTE DE ESTÁNDAR DE 

PRUEBA. CONDICIONES PARA ESTIMAR QUE EXISTE PRUEBA DE CARGO 
SUFICIENTE PARA DESVIRTUARLA. 

 

Por lo tanto, siguiendo la premisa invocada y bajo la tesis aislada registro 
digital 2011883, cuyo rubro y contenido establece: PROCESO PENAL ACUSATORIO 

Y ORAL. EN ÉSTE SÓLO PUEDEN REPUTARSE COMO PRUEBAS LAS 
DESAHOGADAS PÚBLICAMENTE ANTE EL TRIBUNAL RESPECTIVO, EN PRESENCIA 
DE LAS PARTES. 

 

En ese mismo contexto, tenemos que acorde a lo dispuesto por los artículos 
130, 259 y 402 del Código Nacional de Procedimientos Penales, la carga de la 
prueba para demostrar la culpabilidad corresponde a la parte acusadora, conforme 
lo establezca el tipo penal, así como que este Órgano Judicial sólo se encuentra 
facultado para valorar aquellas probanzas que hayan sido desahogadas en la 
audiencia de juicio (salvo las excepciones prevista en el mismo ordenamiento 
procesal en cita), las cuales deberá apreciar este Tribunal según su libre convicción 
extraída de la totalidad del debate, de manera libre y lógica, siendo solo valorables 
y sometidos a la crítica racional, los medios de prueba obtenidos lícitamente e 
incorporados al debate conforme a las disposiciones de dicho cuerpo de leyes. 

         

        



Aunado a lo anterior, es de resaltarse que el principio de congruencia que 
debe regir en toda resolución judicial, reconocido en forma expresa en el artículo 68 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, implica que aquella deberá ser 
congruente con la petición realizada; por lo que, en el caso de la sentencia definitiva, 
este principio exige que el fallo y la sentencia misma, sea acorde y congruente con 
la acusación formulada por el Ministerio Público. 

En ese sentido, en opinión de este Tribunal, la actividad del Ministerio 
Público supuso una ausencia de investigación efectiva, quien pretendió emprender 
una función persecutora a partir de prueba no idónea y desarticulada para poder 
acreditar los hechos que calificó en los tipos penales de trato en este apartado, en 
franca inobservancia de los principios a que alude la fracción XXIII, del artículo 131 
en relación al 130, ambos del Código Nacional de Procedimientos Penales. 

En lo conducente resultan ilustrativa la tesis con registro digital 2010421: 
“DERECHOS HUMANOS. DE LA OBLIGACIÓN GENERAL DE GARANTIZARLOS, 

DERIVA EL DEBER DE LAS AUTORIDADES DE LLEVAR A CABO UNA 
INVESTIGACIÓN SERIA, IMPARCIAL Y EFECTIVA, UNA VEZ QUE TENGAN 
CONOCIMIENTO DEL HECHO.” 

Por lo que, de acuerdo a lo que establecen los numerales 19 de la 
Constitución Política del país, así como el 316 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, el procedimientos habrá de seguirse por los hechos que 
se establecieron exclusivamente en el auto de apertura, sin que exista la posibilidad 
que durante la secuela procesal, la Fiscalía pueda alterar la esencia de los hechos, 
puesto que contravendría los derechos del acusado. 

Bajo estas consideraciones, esta autoridad judicial se encuentra 
imposibilitada para rebasar la pretensión punitiva del Ministerio Público, ya que de 
hacerlo se transgrediría el principio de legalidad en comento, mismo que consiste 
en que las determinaciones adoptadas por el poder público, deben de ser en estricto 
apego a la legislación vigente, y no sean tomadas a conveniencia de las personas, 
sino que se realicen en los lineamientos que disponen las leyes. 

Dicho principio, el de legalidad, obliga a la autoridad que representa el poder 
público, esto es, el Poder Judicial, que sus determinaciones se realicen apegadas a 
las disposiciones establecidas en legislaciones vigentes dentro del marco legal para 
cumplir con ello el principio de legalidad. 

Y precisamente, para acatar este principio, se debe generar certeza a los 
gobernados de que las resoluciones emitidas por un poder independiente como lo 
es el judicial, le sean dadas a conocer siguiendo los lineamientos establecidos por 
las leyes, estando debidamente fundadas y motivadas, acorde a procedimientos que 
cumplan con formalidades legales. 

En consecuencia, se concluye que la Representación Social no logró 
probar más allá de toda duda razonable los hechos materia de acusación, y 
por ende, la responsabilidad del acusado que en su comisión le atribuyó a 
******************** 

 
6. Decisión 

Una vez valoradas las pruebas desahogadas, utilizando los principios 
fundamentales del sistema acusatorio, al no acreditarse los hechos materia de 
acusación, y por ende, la responsabilidad del acusado ********************en la 
comisión de los delitos de feminicidio en grado de tentativa, previsto y sancionado 
por los artículos 331 Bis 2, fracciones III, IV y V, 31 y 331 Bis 4; y, equiparable a la 
violencia familiar, previsto y sancionado por los artículos 287 Bis 2, fracción IV, 287 
Bis, fracciones I y II, todos del Código Penal para el Estado, en perjuicio de **********; 
por lo que, se dictó una SENTENCIA ABSOLUTORIA en su favor por dichos ilícitos; 
en consecuencia, se decretó el levantamiento de toda medida cautelar impuesta 
anteriormente al acusado, y se ordenó su inmediata libertad, única y exclusivamente 
por lo que a estas causas y delitos se refiere. 
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7. Recurso 

Se hace del conocimiento de las partes que procede el recurso de 
apelación, en caso de inconformidad con la sentencia definitiva, el cual se deberá 
interponer ante este Tribunal dentro de los diez días siguientes a la notificación de 
la misma, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 471 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales. 

8. Puntos resolutivos 

PRIMERO: No se acreditaron los hechos los hechos materia de acusación, 
y por ende la responsabilidad penal que en su comisión se le atribuyó a 
********************por los delitos de feminicidio en grado de tentativa y 
equiparable a la violencia familiar, por lo que se dicta en su favor SENTENCIA 
ABSOLUTORIA, dentro de la presente carpeta judicial **********. 

SEGUNDO: En consecuencia, se determina el levantamiento de toda 
medida cautelar impuesta, ordenándose su inmediata libertad, asimismo, se ordena 
se tome nota de dicho levantamiento en todo índice o registro público y policial en 
el que figure; única y exclusivamente por lo que a esta causa y delitos se refiere. 

TERCERO: Notifíquese a las partes la presente resolución, informándoles 
que en caso de inconformidad con la misma, podrán interponer RECURSO DE 
APELACIÓN, dentro de los diez días siguientes a que sean legalmente notificados 
de esta sentencia. 

Así lo resuelve y firma5 la Licenciado Ángel Arturo Ramírez Costilla, Juez 
de Control y de Juicio Oral Penal del Estado. 

 

 
Proyectista: Lic. Carmen Irasema Aguirre de Luna 

 

 
Este documento constituye una versión pública de su original. En consecuencia, se suprimió toda aquella 
información considerada legalmente como confidencial, en virtud de encuadrar en los supuestos normativos 
previstos en el artículo 3 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados y en los artículos 3 y 141 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 
de Nuevo León. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

5 Documento que contiene firma electrónica avanzada, de conformidad con el acuerdo general número 07/2017 del Pleno del 
Consejo de la Judicatura del Estado de Nuevo León de fecha 07 de abril de 2017, por el que se establecen las reglas para la 
implementación y uso, así como el inicio de la firma electrónica avanzada (fiel) certificada del sistema de administración 
tributaria en documentos, actuaciones y resoluciones judiciales. 


